
Fallo

El artículo 5, apartado 1, párrafo primero, de la Directiva 2014/104/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
26 de noviembre de 2014, relativa a determinadas normas por las que se rigen las acciones por daños en virtud del Derecho 
nacional, por infracciones del Derecho de la competencia de los Estados miembros y de la Unión Europea,

debe interpretarse en el sentido de que

la referencia efectuada en dicha disposición a las pruebas pertinentes en poder de la parte demandada o de un tercero 
comprende también las pruebas que la parte frente a la que se dirige la solicitud de exhibición de pruebas deba crear ex 
novo, mediante la agregación o clasificación de información, conocimientos o datos que estén en su poder, siempre y 
cuando se respete estrictamente el artículo 5, apartados 2 y 3, de dicha Directiva, que impone a los órganos jurisdiccionales 
nacionales competentes el deber de limitar la exhibición de pruebas a lo que sea pertinente, proporcionado y necesario, 
tomando en consideración los intereses legítimos y los derechos fundamentales de esa parte. 

(1) DO C 252 de 28.6.2021.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Cuarta) de 10 de noviembre de 2022 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Okrazhen sad — Burgas — Bulgaria) — Procedimiento penal contra 

DELTA STROY 2003

(Asunto C-203/21) (1)

(Procedimiento prejudicial — Cooperación judicial en materia penal — Decisión Marco 2005/212/JAI — 
Aplicabilidad — Imposición de una sanción pecuniaria a una persona jurídica por impago de deudas 

tributarias — Concepto de «decomiso» — Artículos 48, 49 y 52 de la Carta de los Derechos Fundamentales 
de la Unión Europea — Sanciones de carácter penal — Principios de presunción de inocencia, de legalidad 
y de proporcionalidad de los delitos y las penas — Derecho de defensa — Imposición de una sanción penal 

a una persona jurídica por una infracción cometida por el representante de esa persona jurídica — 
Procedimiento penal paralelo no concluido contra dicho representante — Proporcionalidad)

(2023/C 7/07)

Lengua de procedimiento: búlgaro

Órgano jurisdiccional remitente

Okrazhen sad — Burgas

Parte en el procedimiento penal principal

DELTA STROY 2003

Con intervención de: Okrazhna prokuratura — Burgas

Fallo

El artículo 48 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, debe interpretarse en el sentido de que se 
opone a una normativa nacional en virtud de la cual el juez nacional puede imponer a una persona jurídica una sanción 
penal por una infracción de la que sea responsable una persona física facultada para obligar o representar a esa persona 
jurídica, en el supuesto de que esta última no haya podido impugnar la existencia real de esa infracción. 

(1) DO C 228 de 14.6.2021.
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